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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TRASLADO DE CENTRO CARCELARIO / LA COMPETENCIA DEL INPEC PARA DECIDIRLO ES REGLADA Y NO ABSOLUTA / CAUSAS QUE HACEN LA DECISIÓN ARBITRARIA E INJUSTIFICADA / SE DENIEGA EL AMPARO PEDIDO.
Sobre la procedibilidad de la acción de tutela para conseguir el traslado entre distintos centros de reclusión, la Corte Constitucional ha establecido que:

“… El artículo 73 de la Ley 65 de 1993 establece que la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC– tiene la facultad discrecional para decidir, de oficio o por solicitud de los directores de las cárceles, sobre el traslado de las personas privadas de la libertad entre los diferentes establecimientos carcelarios del país.

“La facultad del INPEC para conceder o negar traslados no es absoluta sino reglada, razón por la cual debe adoptar una decisión razonable, motivada y fundada en una de las causales consagradas en el artículo 75 de la Ley 65 de 1993 , so pena de ser considerada arbitraria. 

“La Corte Constitucional en reiteradas oportunidades ha sostenido que dicha decisión es arbitraria e injustificada, cuando (a) vulnera derechos fundamentales no restringibles, (b) emite órdenes de traslado o niega los mismos sin motivo expreso; (c) niega los traslados bajo el único argumento de no ser la unidad familiar una causal establecida en el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario y (d) emite órdenes de traslado o niega los mismos con fundamento en la discrecionalidad que le otorga la normatividad, sin más argumentos. (…)

“En este sentido, la jurisprudencia de esta Corporación ha referido que cuando la decisión del INPEC (i) no guarda proporcionalidad con el estudio de la solicitud, (ii) transgrede garantías fundamentales y, (iii) se adopta de una forma arbitraria, podrá el juez de tutela intervenir para evaluar la medida adoptada”. (…)
Ese derrotero le impone a la Sala avalar la sentencia de primera instancia, en consideración a que, en este concreto asunto, el acto administrativo mediante el cual se negó el traslado, lejos de la arbitrariedad, exhibe un razonamiento coherente con las normas que regulan el tema en cuestión y los preceptos jurisprudenciales, que sobre el tema, enseña la Corte Constitucional.
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Pereira, mayo veinte del dos mil diecinueve   
Expediente 66170-31-10-001-2018-00619-01
Acta N° 200 del 20 de mayo del 2019   
  



Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela promovida por Carlos Humberto Martínez Ospina contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, la Coordinación de Asuntos Penitenciarios de esa institución, las Defensorías del Pueblo y las Procuradurías de Boyacá y Risaralda, el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Cómbita-Boyacá, la Personería Municipal de esa localidad  y el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Brigadier General William Ernesto Ruiz Garzón Director General del INPEC, Luz Adriana Cubillos Soto, Coordinadora del Grupo para Asuntos Penitenciarios de la Dirección General del INPEC, Mauricio Reyes Camargo, Defensor del Pueblo Regional Boyacá, Luis Antonio Marín Burgos, Procurador Regional Boyacá, Imelda López Solórzano, Directora Regional Central del INPEC, el Coordinador de Procuradores Judiciales Penales de Pereira, el Personero Municipal de Cómbita-Boyacá, Sergio Reyes Blanco, Procurador regional Risaralda, Elsa Gladys Cifuentes Aranzazu, Defensora del Pueblo Regional Risaralda, el Teniente Coronel del Ejército Germán Rodrigo Ricaurte Tapia, Director del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Cómbita, Boyacá, el Coronel Diego Felipe Gallego Martínez, Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, el abogado Orlando Gutiérrez Guerrero, el Defensor Público adscrito a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Dragoneante Paola Rivera, encargada del Área de Traslados del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Cómbita.
ANTECEDENTES





Carlos Humberto Martínez Ospina acudió a esta vía en procura de la protección de los derechos fundamentales que denominó “defensa técnica y material, debido proceso, derecho de cercanía e inmediatez procesal, igualdad ante la ley y Libertad, y los demás derechos que el juez de tutela halle que también se me están vulnerando” (sic) (f. 5v), que estima vulnerados por las autoridades convocadas.
De la narración exhibida por el actor, se extrae como relevante para la resolución de este amparo que:

Se halla recluido en el establecimiento penitenciario y carcelario de Cómbita – Boyacá, debido a una condena proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira y requiere hablar con su defensor, toda vez que en la actualidad existen nuevas pruebas que demuestran su inocencia. Tal interlocución debe ser personal, porque las entrevistas virtuales no garantizan la privacidad que la conversación requiere; empero, carece de recursos económicos para sufragar los viáticos que el profesional demande para viajar hasta Cómbita. 

Agregó que, en retaliación, desde hace más de 5 años que el INPEC ha impedido que la entrevista se lleve a cabo en privado, porque, según afirma, ha denunciado a algunos funcionarios de esa entidad  por delitos de los que es víctima, cometidos en las cárceles de Ibagué, Popayán, Calarcá, Guaduas y Acacías; que ninguna de las autoridades ante las cuales ha elevado la aludida solicitud le ha dado solución; que una funcionaria de la Cárcel en la que se encuentra negó su traslado a Pereira con un escrito de “plantilla” y desde la Coordinación de Asuntos Penitenciarios del INPEC en Bogotá se limitan a responderle que pida visitas virtuales o que use el teléfono. 

Finalmente denunció que la desatención por parte de las entidades encartadas lo está condenando a seguir pagando de manera indefinida una pena no ejecutoriada.   
Pidió, en consecuencia, el amparo de los derechos invocados y que se ordene a quien corresponda su traslado inmediato para la cárcel La 40 de Pereira, para que allí se le permita entrevistarse personalmente y en privado con su defensor.

Luego de que la Sala Penal de este Tribunal, por carecer de competencia, se abstuviera de conocer del trámite (f. 17, c.1), el Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, con las mencionadas vinculaciones y corrió traslado a las convocadas (f. 23, c.1).
El Juez Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira, explicó que el 26 de junio del 2012, ese despacho condenó al accionante por la conducta punible de acceso carnal violento en concurso con utilización o facilitación de medios de comunicación para ofrecer actividades sexuales con personas menores de 18 años; la providencia fue apelada por la defensa y en la actualidad se está surtiendo la segunda instancia en la Sala Penal de este Tribunal; además, de los constantes escritos del actor para que sea trasladado al centro penitenciario y carcelario de Pereira, se le ha dado traslado a su defensor, a la Procuraduría de este municipio, a la Dirección General del INPEC en Bogotá y al director de la cárcel de Cómbita, haciéndosele saber que la decisión sobre su traslado es competencia exclusiva del INPEC (f. 31).
La Procuradora Provincial de Tunja informó que ante una solicitud de traslado que el accionante elevó el 6 de diciembre del año 2018, le dio el trámite pertinente que derivó en que la Coordinación de Asuntos Penitenciarios del INPEC indicó que era inviable la petición debido al hacinamiento del centro de reclusión al que pretende ser trasladado. Y que, frente a un escrito que presentó el 27 de noviembre del 2018, en el cual pidió ser visitado, procedió a encomendar esa labor al Personero de Cómbita, quien el 3 de enero de este año allegó copia de la entrevista en la cual manifiesta que la solicitud del interno obedece a motivos de seguridad, por amenazas provenientes de un grupo criminal del que señala, hacen parte los funcionarios del INPEC de Acacías; que de esa situación viene haciendo un seguimiento preventivo. Pidió, finalmente, declarar la improcedencia del amparo frente a esa dependencia (f. 37).
El Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario ERE de Pereira, expuso que la capacidad de ese establecimiento es para 676 personas privadas de la libertad y en la actualidad alberga un total de 1240, lo que denota un hacinamiento de 82%; fuera de ello, tiene personas pendientes de cupo en estaciones de policía de MEPER, UPPV, CTI, situación que deriva en una vulneración del derecho a la dignidad humana de esas personas. Precisó que los cupos a liberar se encuentran sujetos a libertades condicionales, libertades por pena cumplida o traslados de otras PPL, y que estas últimas son competencia exclusiva del Director del INPEC. Hizo saber que el interno, durante su corta estadía en el centro carcelario transgredió el reglamento interno en dos oportunidades y fue sancionado por una de ellas. 
También explicó que en ese centro está habilitada la sala para audiencias y visitas virtuales, de la cual puede hacer uso el accionante para entrevistarse con su abogado en vivo y de manera privada. Por todo, pidió su desvinculación. (f. 63)
El Defensor del Pueblo de Boyacá, explicó que desde hace varios años se encuentra asignado al servicio del accionante un defensor público, quien le ha brindado todo el acompañamiento y asesoría en su proceso penal y con él sostiene comunicación casi a diario.  Que son muchas las solicitudes por temas de salud, visitas y traslados que ha elevado el accionante a esa dependencia, que de las últimas, de diciembre del 2018 y febrero del 2019, se les dio traslado a la coordinación de asuntos penitenciarios del INPEC que es la dependencia encargada de resolver el requerimiento del actor. Considera que el interno está saturando al Ministerio Público y a la administración de justicia con quejas y denuncias por hechos que ya son objeto de investigación penal y disciplinaria. Pidió su desvinculación (f. 65).
El Director del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Cómbita-Boyacá, puso de presente que al demandante ya se le dio respuesta a la solicitud incoada no solo por parte de ese Establecimiento sino también de la Coordinación de Asuntos penitenciarios del INPEC, en el sentido de que su traslado a Pereira está afectado por un fallo de tutela en el que se ordenan algunas restricciones para el ingreso de personas privadas de la libertad porque presenta hacinamiento, lo cual se configura en una causal de improcedencia para lo pedido. Solicitó ser absuelto de los cargos formulados en la acción de tutela (f. 94)
El Defensor del Pueblo de Risaralda, indicó que el caso del accionante, le fue asignado a un defensor público de esa regional, quien asumió su representación judicial y lo acompaña desde la lectura de sentencia de primera instancia; que la obligación del defensor es la de entrevistar al interno por lo menos cada dos meses de manera virtual o por teléfono, debido al lugar de reclusión donde se encuentra, empero, el funcionario entabla comunicación casi diaria con su prohijado, a quien además le debe tramitar constantes solicitudes. Finalmente adujo que esa cartera ha actuado en el ámbito de sus competencias y pidió su desvinculación (f. 111). 
La Oficina Jurídica de la Procuraduría General de la Nación, solicitó negar la acción de tutela, habida cuenta de que se han adelantado las gestiones pertinentes para darle respuesta a las solicitudes del accionante; adujo que frente a esa cartera se presenta un hecho superado (f. 122). 

La Jueza Segunda Administrativa Oral del Circuito de Tunja puso en conocimiento que, mediante sentencia de tutela del 6 de septiembre del 2018, ordenó una valoración médica al accionante para determinar si era procedente el traslado del interno por motivos de Salud. Que esa sentencia fue confirmada en segunda instancia. También que el demandante impetró un incidente de desacato en el que se reveló que el traslado por motivos de salud fue resuelto negativamente por la Coordinación de Asuntos Penitenciarios del INPEC (f. 129).  

El Personero Municipal de Cómbita comunicó que entrevistó de manera formal al accionante, quien expuso una serie de problemáticas sobre las cuales se están llevando a cabo actuaciones; que el traslado deprecado depende de la Oficina de Asuntos Penitenciarios de la Dirección General del INPEC, en tal virtud pidió su desvinculación (f.137). 
El Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC, presentó una ilustración sobre la regulación del traslado deprecado y declaró que el señor Martínez Ospina presentó el 15 de febrero del 2019 una solicitud de traslado por seguridad, la cual fue sometida al estudio de la Junta Asesora de Traslados del INPEC y se encuentra en trámite, que una vez se emitan los resultados se le informará al peticionario. Pidió declarar la improcedencia del resguardo (f. 139). 
Sobrevino la sentencia de primer grado, que negó las pretensiones comoquiera que “no se encuentran siendo objeto de vulneración por parte de ninguno de los accionados, de los derechos fundamentales invocados por el señor CARLOS HUMBERTO MARTINEZ OSPINA, pues la entidad que tiene competencia para analizar y decidir su solicitud de traslado, es la Dirección General del INPEC, entidad que a la fecha se encuentra efectuando el estudio respectivo para la toma de la decisión, por lo que no puede aducírsele negación ni vulneración de sus derechos fundamentales” (f. 150). 
Impugnó el demandante (f. 166). 

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía y en procura de la protección de los derechos que invocó, acudió Carlos Humberto Martínez Ospina para que se les ordene a las autoridades encartadas, adelantar las gestiones pertinentes para trasladarlo de la EPAMSCASCO de Cómbita a la EPMSCPEI de Pereira, comoquiera que en la primera de ellas se le dificulta entrevistarse personalmente con su abogado. 




La funcionaria de primera instancia, se recuerda, desestimó las pretensiones de la demanda, por la inexistencia de vulneración a los derechos fundamentales del accionante. 





Sobre la procedibilidad de la acción de tutela para conseguir el traslado entre distintos centros de reclusión, la Corte Constitucional ha establecido que
:





2.1.1. Procedencia de la acción de tutela para autorizar traslados de personas privadas de la libertad a otros centros penitenciarios




El artículo 73 de la Ley 65 de 1993 establece que la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC– tiene la facultad discrecional para decidir, de oficio o por solicitud de los directores de las cárceles, sobre el traslado de las personas privadas de la libertad entre los diferentes establecimientos carcelarios del país.





La facultad del INPEC para conceder o negar traslados no es absoluta sino reglada, razón por la cual debe adoptar una decisión razonable, motivada y fundada en una de las causales consagradas en el artículo 75 de la Ley 65 de 1993
, so pena de ser considerada arbitraria. 





La Corte Constitucional en reiteradas oportunidades
 ha sostenido que dicha decisión es arbitraria e injustificada, cuando (a) vulnera derechos fundamentales no restringibles, (b) emite órdenes de traslado o niega los mismos sin motivo expreso; (c) niega los traslados bajo el único argumento de no ser la unidad familiar una causal establecida en el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario y (d) emite órdenes de traslado o niega los mismos con fundamento en la discrecionalidad que le otorga la normatividad, sin más argumentos.





(…)





En este sentido, la jurisprudencia de esta Corporación ha referido que cuando la decisión del INPEC (i) no guarda proporcionalidad con el estudio de la solicitud, (ii) transgrede garantías fundamentales y, (iii) se adopta de una forma arbitraria, podrá el juez de tutela intervenir para evaluar la medida adoptada. 

(…)





En síntesis, la intervención del juez de tutela en las decisiones adoptadas por el INPEC, sobre los traslados de las personas privadas de la libertad entre los diferentes establecimientos carcelarios, es excepcional y solo procede en los casos en que se evidencie que la misma es arbitraria, irrazonable y desproporcionada, con el fin de salvaguardar las garantías constitucionales.




Ese derrotero le impone a la Sala avalar la sentencia de primera instancia, en consideración a que, en este concreto asunto, el acto administrativo mediante el cual se negó el traslado, lejos de la arbitrariedad, exhibe un razonamiento coherente con las normas que regulan el tema en cuestión y los preceptos jurisprudenciales, que sobre el tema, enseña la Corte Constitucional. 




Basta leer los siguientes extractos del pronunciamiento, notificado al actor, quien fue el que los anexó a la demanda:




“El traslado solicitado implica que su conducta no solo se encuentre en buena o ejemplar, o que no exista sanción disciplinaria vigente; implica el análisis de aspectos concurrentes como lo es cupos y valoración de las condiciones de seguridad en los establecimientos teniendo en cuenta si los mismos están afectados por fallos de tutela que impidan lo solicitado, el perfil del interno, condena delitos, requerimientos por otras autoridades judiciales, disponibilidad presupuestal, análisis de la situación jurídica, antecedentes, calificación de conducta, clasificación nivel de seguridad, entre otros.





De acuerdo a lo anterior el EPMSC Pereira presenta un elevado índice de hacinamiento, actualmente de (83,0%) además está afectado por dos fallos de tutela el N° 070 del 7/03/2013 del Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira y el Fallo de Tutela N° 00119-2013 del 17/03/2014 Juzgado Sexto Municipal de Pereira, los cuales ordenan bajar el nivel de hacinamiento (descolgar hamacas).





Por otro lado, verificado el aplicativo SISIPEC web, se evidencia que presenta una condena en primera instancia de 15 años por los delitos de Acceso carnal violento y Utilización o facilitación de medios de comunicación para ofrecer actividades sexuales con personas menores de 18 años, fecha de captura: 24/08/2011; presenta un REQUERIMIENTO por Autoridad Judicial por el delito de Calumnia y mediante Resolución N°100-000471 del 10/05/2018 la Regional Central del INPEC ordenó su traslado del EPMSC Acacías para el EPAMSCAS Cómbita, materializada el 12/05/2018.




Así las cosas y en atención a la Resolución N° 001203 de 16/04/2012 emanada de la Dirección General del INPEC, artículo 9° numeral 2°, señala como causal de improcedencia da traslado lo siguiente “…Por hacinamiento del Establecimiento de Reclusión al cual se solicita el traslado del interno, conforme con el reporte que presenta la Subdirección de Cuerpo de Custodia a través del Parte Nacional Numérico Contada de internos…” en concordancia con el numeral 3° que a la letra dice “Cuando el interno no haya cumplido un (1) año de permanencia en el Establecimiento de Reclusión donde se encuentra, o cuando el interno dentro de los dos años anteriores a la solicitud de traslado haya estado recluido en el Establecimiento Penitenciario o Carcelario al cual solicita que se traslade nuevamente.” y numeral 4° que dice “si el establecimiento al cual se solicita el traslado no es acorde con el perfil del interno o no le ofrece suficientes condiciones de seguridad” toda vez que los EPMSC Establecimientos Penitenciarios de Mediana Seguridad y Carcelarios como el EPMSC Pereira, No le ofrecen las suficientes condiciones de seguridad de acuerdo a su situación jurídica.




En relación con su solicitud de comunicarse con su abogado, se le recuerda que el pabellón o patio donde se encuentra ubicado cuenta con teléfonos por medio de los cuales puede hacer uso, también mediante visitas al establecimiento carcelario por parte de su abogado, mediante escritos o de manera virtual o en su defecto podrá solicitar un Abogado de Oficio de la Defensoría del Pueblo. 




Por lo mencionado, no es viable por el momento acceder a los solicitado por las razones legales e institucionales anteriormente expuestas;…” (f. 10 a 14, c.1)




No queda duda, al leer el acto administrativo, que está vedada la intervención del Juez constitucional, porque la motivación que precede la negativa del traslado respeta las garantías constitucionales del privado de la libertad y guarda proporcionalidad con la específica situación del peticionario y del centro de reclusión al que pretende ser remitido, donde está restringido el ingreso por motivos judiciales y de hacinamiento y donde no es posible ofrecer las condiciones de seguridad que por su situación jurídica requiere.




A lo anterior se suma que, es inexplicable por qué el teléfono y los medios virtuales que le ofrecen para comunicarse con su abogado, a quien, según se informó, llama casi a diario, carecen de la privacidad que demanda su caso; por demás se está a la espera de la decisión que en torno a una nueva solicitud que elevó el señor Martínez Ospina, va a tomar la Junta Asesora de Traslados del INPEC, tal como se informó desde la Coordinación de Asuntos Penitenciarios de la misma institución.   





Sobran adicionales consideraciones para confirmar la sentencia impugnada, como en efecto se hará. 

DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 8 de marzo del 2019, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Carlos Humberto  Martínez Ospina inició frente al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, la Coordinación de Asuntos Penitenciarios de esa institución, las Defensorías del Pueblo y las Procuradurías de Boyacá y Risaralda, el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Cómbita-Boyacá, la Personería Municipal de esa localidad  y el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Brigadier General William Ernesto Ruiz Garzón Director General del INPEC, Luz Adriana Cubillos Soto, Coordinadora del Grupo para Asuntos Penitenciarios de la Dirección General del INPEC, Mauricio Reyes Camargo, Defensor del Pueblo Regional Boyacá, Luis Antonio Marín Burgos, Procurador Regional Boyacá, Imelda López Solórzano, Directora Regional Central del INPEC, el Coordinador de Procuradores Judiciales Penales de Pereira, el Personero Municipal de Cómbita-Boyacá, Sergio Reyes Blanco, Procurador regional Risaralda, Elsa Gladys Cifuentes Aranzazu, Defensora del Pueblo Regional Risaralda, el Teniente Coronel del Ejército Germán Rodrigo Ricaurte Tapia, Director del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Cómbita, Boyacá, el Coronel Diego Felipe Gallego Martínez, Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, el abogado Orlando Gutiérrez Guerrero, Defensor Público adscrito a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Dragoneante Paola Rivera, encargada del Área de Traslados del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario con Alta Seguridad de Cómbita.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                  DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-154/17


� “ARTÍCULO 75. CAUSALES DE TRASLADO. <Artículo modificado por el artículo 53 de la Ley 1709 de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal, las siguientes:


1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista.


2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento.


3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno.


4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento.


5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos”.


� Sentencias T-232 de 2012, T-439 de 2013 y T-017 de 2014.
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